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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la apelación interpuesta por el agente oficioso del accionantes señor OSCAR JULIÁN MORALES SÁNCHEZ, contra la decisión adoptada el 3 de junio de 2016 por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes local, que negó la tutela de los derechos fundamentales invocados por él en contra del INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR –ICBF- REGIONAL RISARALDA Y EL HOSPITAL MENTAL UNIVERSITARIO DE RISARALDA, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales. 
ANTECEDENTES

Cuenta el agente oficioso del señor Oscar Julián que él es un hombre de 50 años de edad que deambula por las calles y caminos de la Vereda San Marino jurisdicción del Corregimiento de Combia de la ciudad de Pereira, según su historia clínica padece de esquizofrenia hebefrénica, lo que lo ha llevado a habitar las calles y pernoctar en un guadual de ese sector en compañía de varios caninos con quienes dicen algunos vecinos tiene prácticas zoofilicas. 
Las situaciones arriba descritas, causan estupor y repugnancia entre los vecinos de ese sector por lo que en diversas oportunidades han tratado y han logrado agredirlo.

Su padre era quien le brindaba cuidados y le prodigaba todo lo necesario toda vez que su madre lo dejó abandonado desde muy pequeño, razón por la cual fue criado por él y su abuela paterna; sin embargo, su progenitor falleció hace 7 años por lo cual él quedó totalmente desamparado, puesto que a pesar de tener dos tíos paternos que tratan de colaborarle, los mismos no pueden hacerse cargo de él porque ya son personas de avanzada edad con múltiples patologías.
Teniendo en cuenta las anteriores situaciones, decidieron iniciar un proceso de interdicción judicial, para a partir de ello poder presentar reclamación ante Colpensiones para que él reciba la sustitución pensional en calidad de sobreviviente de su padre quien era pensionado. Para lograr eso, se debió primero proceder a lograr que la Registraduría Nacional del Estado Civil lo registrara y le expidiera tanto su registro civil de nacimiento como su cédula de ciudadanía, toda vez que él no contaba con esos documentos. Una vez se obtuvieron esos papeles, se intentó el proceso de interdicción correspondiéndole su conocimiento al Juzgado 1º de Familia de esta ciudad, pero la demanda fue rechazada porque no se anexó el certificado médico reciente y la historia clínica.
Por todo lo narrado, señala el libelista que se elevó derecho de petición ante el ICBF a fin de que le brindara protección, concretamente para lograr que él sea internado en un centro de atención especial, pero la respuesta fue negativa. 

En ese orden, considera el libelista que a su agenciado se le debe brindar una protección especial en una institución en donde le briden los cuidados que requiere su condición mental, especialmente teniendo en cuenta que él ni siquiera reconoce a sus tíos como miembros de su familia, que su contacto con la sociedad ha sido escaso, le teme a los carros y no permite que las personas se le acerquen, por lo que los factores de riesgo a los que se ve expuesta su integridad física son muchísimos. 
Bajo esas condiciones, solicitan a la Judicatura que se tutelen sus derechos fundamentales y en consecuencia se le ordene a quien corresponda brindarle la atención integral que requiere para su problema mental, incluyendo su internación en unidad de salud mental en donde le brinden condiciones óptimas y continuas de tratamiento para sobrellevar su patología; aunado a ello, que una vez sea dado de alta se le garantice la atención ambulatoria a que haya lugar.   
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes local, mediante auto del 20 de mayo de 2016 admitió la petición de amparo interpuesta y dispuso la notificación a las accionadas en la forma indicada en la Ley.  Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, mediante sentencia del 3 de junio del presente año, decidió negar la tutela de los derechos reclamados al considerar que la parte actora no ha realizado hasta el momento todas las acciones administrativas pertinentes y necesarias para conseguir la encuesta Sisben y la validación del ciudadano ante el DPN, para que posteriormente la Secretaría de Salud Municipal pueda proceder a priorizar el caso a fin de que él sea incluido entre los beneficiarios del régimen subsidiado de seguridad social. En ese orden, y teniendo en cuenta que el señor Oscar Julián hace apenas unos meses obtuvo sus documentos de identidad, es claro que no existe vulneración de sus derechos fundamentales por parte de ninguna autoridad pública, máxime cuando no existe orden médica que indique qué tratamiento requiere el actor agenciado. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN
Una vez conoció la decisión de instancia, el señor Martínez León en su calidad de agente oficioso del señor Morales Sánchez procedió a impugnarlo, allegando para tal fin un escrito por medio del cual señala que a su parecer el A-quo no tuvo en cuenta que una de las finalidades de la acción de tutela es brindar una protección inmediata a los derechos de las personas a quienes los mismos se le vienen vulnerando , y es dentro de ese supuesto que se deben entrar a brindarle la tutela a Oscar Julián, pues es una persona que por estado de salud mental no está en condiciones de ir con facilidad y por su propia voluntad a una EPSS a esperar unas cuantas horas a ser atendido por un médico, especialmente si se tiene en cuenta que por su enfermedad es una persona que fácilmente se torna agresivo poniendo en peligro tanto su integridad física como la de los demás, por tanto él debe ser manejado y conducido por personas que dispongan de los conocimientos y los medios adecuados para trasladar a ese tipo de pacientes. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000. 
Le correspondería a la Sala determinar, si la tutela resulta o no procedente para ordenarle a la alguna de las entidades accionadas brindarle a Oscar Julián Morales Sánchez la atención médica especializada que según su agente oficioso, requiere de manera urgente para el control de su patología y los distintos síntomas propios de la misma, a fin de poder de esa manera obtener toda la documentación necesaria para realizar el proceso de interdicción judicial y la reclamación de la pensión de sobreviviente a la cual tiene derecho. 
Visto lo obrante en el expediente se tiene que la en su respuesta a la tutela la Secretaría de Salud Municipal de Pereira informó que toda vez que el actor no se encontraba incluido en ninguno de los dos regímenes de salud existentes, era necesario que iniciara los trámites pertinentes para tal cosa, a fin de que de esa manera se le prestaran los servicios de salud que requiere por intermedio EPSS, pero a pesar de eso a este asunto no se vinculó a la Secretaría de Desarrollo Social y Económico de la Alcaldía de Pereira, entidad encargada de realizar la intermediación entre los ciudadanos y la UNP para que las personas obtengan su puntaje y categorización Sisbén que les da la posibilidad de acceder a ciertos beneficios sociales, entre ellos a la salud. 
Por otro lado, olvido el A-quo que en el presente asunto al tratarse de una persona que por sus condiciones mentales prácticamente vive en la indigencia y que por ende hace parte de la población pobre no vinculada, debía proceder a vincular a este asunto a la Secretaría de Salud del Departamento de Risaralda, ya que al no contar el señor Oscar Julián con afiliación a algún régimen de salud, su atención médica puede llegar a ser su responsabilidad con cargo a los recursos de la oferta. 
Por tanto de llegarse en esta instancia a emitir órdenes que deban ser cumplidas por alguna de esas secretarías que no fueron vinculadas, o fuera necesario instarlas para garantizar de alguna manera los derechos invocados en nombre del accionante se incurriría en una vulneración de sus derechos fundamentales al debido proceso y defensa, por cuanto no se integró en debida forma a la litis. 
De allí que la Corte Constitucional haya dicho: 
“Por ello, si el juez constitucional advierte que no se ha integrado en debida forma el contradictorio por parte pasiva, será él quien asuma esa carga procesal, y en consecuencia, vinculará oficiosamente las partes e intervinientes al trámite de dicha acción de tutela que deban ser vinculados a dicho trámite, para lo cual podrá valerse de los elementos de juicio que obren en el expediente de tutela. De no ser posible la integración del contradictorio por pasiva en los términos ya anotados, proseguir con el trámite de la acción de tutela no tendría sentido, pues aún cuando se pudo haber verificado la vulneración de algún derecho fundamental, no se podría impartir protección alguna por cuanto no se pudo establecer quien estaba llamado a responder.
 
En consecuencia, de no integrarse en debida forma el contradictorio, ya sea por parte del mismo accionante o subsidiariamente por el juez constitucional, ello acarreará inexorablemente la nulidad de lo actuado, salvo que el afectado la subsane en forma expresa o tácitamente con su actuación consecuente.
 
4. Para evitar que situaciones como las anteriores se presentasen, los artículos 13 y 16 del Decreto 2591 de 1991 establecen que terceros con interés legítimo en el asunto, puedan intervenir en calidad de coadyuvantes del actor o de la persona o autoridad pública contra quien va dirigida la tutela, ordenando por demás, que el juez les notifique las providencias que se emitan en el trámite de este proceso constitucional. De esta manera, es claro que el tercero con interés legítimo en una tutela podrá intervenir no sólo en procura de protección constitucional, sino que también deberá ser cobijado por los actos de comunicación procesal, en tanto que por esta vía se asegura el pleno ejercicio del derecho de defensa y al debido proceso.
 
5. Por ende, puede decirse que la falta u omisión en la notificación de las decisiones proferidas en el trámite de una acción de tutela a una parte o a un tercero con interés legítimo en la misma, surge como una irregularidad que no sólo vulnera el debido proceso sino que puede llegar a constituirse en una verdadera denegación de justicia, a más de comprometer otros derechos de quienes no pudieron intervenir en el trámite de la misma por desconocimiento de tal actuación judicial. Por ello, cuando la providencia con la cual se admite una acción de tutela y se da inicio al trámite de la misma, deja de notificarse a las partes o terceros con interés legítimo, implica que quienes no fueron notificados, no tienen la posibilidad de intervenir en la misma, desconociéndoseles el debido proceso y de paso, pudiendo afectar otros derechos fundamentales cuya afectación podría suponer una clara violación de los mismos.
 
6. Cuando se presenta la situación anteriormente descrita, se configura una causal de nulidad de lo actuado, con la consecuente necesidad de reiniciar toda la actuación, previa integración del contradictorio por parte del juez, para notificar la actuación a todas las partes, así como a los terceros con interés legitimo en el proceso. Ciertamente, de esta manera se asegura el pleno ejercicio de derecho de defensa por cuenta de todos los intervinientes en el proceso, asegurándose así la posibilidad de proferir una sentencia de fondo con plena capacidad para proteger los derechos fundamentales invocados por el accionante como violados.” 

Con base en lo que viene de decirse, es evidente que en el presente asunto, para esta Sala se hace necesario enderezar la actuación del Juez de primer grado, para ello habrá de decretarse la nulidad del fallo proferido el 3 de junio del año avante, por cuanto se requiere la vinculación al presente asunto de la SECRETARÍA DE DESARROLLO SOCIAL Y ECONÓMICO MUNICIPAL DE PERERIA Y A LA SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL DE RISARALDA, ya que ello es de interés en el resultado y las decisiones que se emitan dentro del presente asunto. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Unitaria de Decisión Penal para Adolescentes,
RESUELVE

PRIMERO: DECRETAR la nulidad del fallo de primera instancia proferido dentro del presente asunto el 3 de julio de 2016, por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes local, ya que se hace necesario vincular al presente a la SECRETARÍA DE DESARROLLO SOCIAL Y ECONÓMICO MUNICIPAL DE PERERIA Y A LA SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL DE RISARALDA, ello por las razones dadas en la parte motiva de esta decisión. Lo anterior sin perjuicio de la validez las pruebas ya allegadas al proceso. 
SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior se ORDENA que por Secretaría se remitan el expediente al Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira-Risaralda para que allí se rehaga la actuación conforme a lo aquí dispuesto.
TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
JAIR DE JESÚS HENAO MOLINA 
Secretario
� Corte Constitucional, Auto-115 del 2008, M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra.  
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